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I. FICHA DEL RESUMEN EJECUTIVO

	Ministerio/Órgano

proponente


	Ministerio para la Transición Ecológica. DG Biodiversidad y Calidad Ambiental 


	Fecha
	02/12/2018

	Título de la norma


	Anteproyecto de ley por el que se modifica la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.



	Tipo de Memoria


	                                            Normal   FORMCHECKBOX 
           Abreviada  FORMCHECKBOX 


	OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula


	Modificación de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados con el fin de cumplir con los nuevos objetivos de reciclado para los residuos municipales para el medio y largo plazo establecidos por la normativa comunitaria.  

	Objetivos que se persiguen
	El cumplimiento de los objetivos vigentes y futuros de preparación para la reutilización y reciclado de residuos municipales, que requiere necesariamente que la recogida separada de biorresiduos, de textiles, y de residuos domésticos peligrosos, se generalice en toda España y adquiera carácter obligatorio en la Ley 22/2011, de 28 de julio. 

	Principales alternativas consideradas


	Para incorporar estas obligaciones derivadas de la normativa comunitaria, la única posibilidad es la modificación de la Ley 22/2011, de 28 de julio, para lo que se requiere una norma del mismo rango legal. No obstante, la transposición completa de la Directiva 2018/851/UE se acometerá en dos momentos temporales distintos, siendo ésta una primera modificación con aspectos puntuales para lograr los objetivos comunitarios en plazo y con posterioridad se incorporarán el resto de preceptos comunitarios.

	CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO



	Tipo de norma


	Ley

	Estructura de la Norma


	La norma contiene un artículo único dividido en tres apartados que modifican los artículos 3, 21 y 24 de la Ley 22/2011, de 28 de julio.
Además, una disposición adicional y dos disposiciones finales.

	Informes a recabar


	- Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transición Ecológica como departamento proponente, exigido por el artículo 26.5, párrafo cuarto de la Ley 50/1997, 27 de noviembre, del Gobierno. (3 de septiembre de 2018)
- Informe de los Ministerios afectados por la norma, de conformidad con lo previsto en el artículo 26.5, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre.  (pendiente)
- Dictamen del Consejo de Estado, previsto en el artículo 22.2 y 3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado. (pendiente)

	Trámite de audiencia


	- Trámite de información pública a través del portal web del Ministerio (de 19 de mayo al 19 de junio de 2018) en virtud del artículo 105 a) de la Constitución Española, y según lo dispuesto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, así como dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 16 y 18 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
- Trámite de audiencia a las Comunidades Autónomas (correo remitido el 21 de mayo anunciando la información pública) y a los sectores interesados (correo remitido el 28 de mayo anunciando la información pública de acuerdo con lo señalado por el artículo 3.1.k) de la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
- Consejo Asesor de Medio Ambiente (CAMA), (de XX a XXX) conforme a lo previsto en el artículo 19 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, para los proyectos con incidencia ambiental (pendiente)


	ANÁLISIS DE IMPACTOS

	ADECUACIÓN AL ORDEN DE COMPETENCIAS
	La norma se dicta al amparo de la competencia exclusiva estatal en materia de legislación básica sobre protección del medio ambiente sin perjuicio de las facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales de protección, previstas en el artículo 149.1.23ª de la Constitución.



	IMPACTO ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO
	Efectos sobre la economía en general


	El proyecto tiene efectos positivos sobre la economía en general.



	
	En relación con la competencia, unidad de mercado o pequeñas y medianas empresas (Pymes)

	  la norma no tiene efectos significativos sobre la competencia ni sobre la unidad de mercado o PYMES.
  la norma tiene efectos positivos sobre la competencia

  la norma tiene efectos negativos sobre  la competencia



	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas


	  Supone una reducción de cargas administrativas.

Cuantificación

estimada ______________

  Incorpora nuevas cargas administrativas para sector privado.

Cuantificación estimada: Cuantificación estimada: carga administrativa para las CC.AA no cuantificada a nivel nacional.
  FORMCHECKBOX 
 no afecta a las cargas administrativas



	
	Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma

 FORMCHECKBOX 
  Afecta a los presupuestos de la Administración del Estado

 FORMCHECKBOX 
  Afecta a los presupuestos de otras Administraciones Territoriales


	 FORMCHECKBOX 
 implica un gasto

  implica un ingreso

	IMPACTO DE GÉNERO
	La norma tiene un impacto de género
	Negativo 
Nulo        
Positivo    

 

	OTROS IMPACTOS
	La norma tiene un impacto en la familia
	Negativo 
Nulo        
Positivo    

 

	
	Impacto en la infancia y en la adolescencia
	Negativo 
Nulo        
Positivo    

 

	
	Impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
	Negativo 
Nulo        
Positivo    

 


II. MEMORIA 

La presente memoria del análisis de impacto normativo del Anteproyecto de ley por la que se modifica la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, se realiza de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, desarrollado mediante el Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. 
Asimismo, se integra en esta memoria la descripción de la tramitación exigible en aplicación de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
A. OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA
1. MOTIVACIÓN
Las cuatro directivas (Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 2008/98/CE sobre  los residuos; la Directiva (UE) 2018/850 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 1999/31/CE relativa al vertido de residuos; la Directiva (UE) 2018/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 94/62/CE relativa a los envases y residuos de envases; y la Directiva (UE) 2018/849  del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifican la Directiva 2000/53/CE relativa a los vehículos al final de su vida útil, la Directiva 2006/66/CE relativa a las pilas y acumuladores y a los residuos de pilas y acumuladores y la Directiva 2012/19/UE sobre residuos de aparatos eléctricos y electrónicos), conforman el “Paquete de Residuos” adoptado en el marco del Plan de Acción de la Comisión Europea para la Economía Circular. La aprobación de dichas directivas comporta la necesaria revisión de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y de otras normas básicas en materia de residuos, para incorporarlas al ordenamiento jurídico español.  

En particular, la Directiva (UE) 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo por las que se modifica la Directiva 2008/98/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, sobre los residuos y por la que se derogan determinadas Directivas (Directiva Marco de Residuos) incluye disposiciones relativas a la obligatoriedad de la recogida separada de los biorresiduos para su reciclado, a más tardar el 31 de diciembre de 2023, y de los residuos textiles y los residuos peligrosos de origen doméstico, a más tardar el 31 de diciembre de 2024. Establece, además, nuevos objetivos de preparación para la reutilización y reciclado para los residuos municipales para el medio y largo plazo: 55% en 2025, 60% en 2030 y 65% en 2035, sumándose así al objetivo vigente del 50% de residuos municipales en 2020. En lo que respecta a la inclusión de los biorresiduos de origen municipal en el cómputo de los objetivos de preparación para la reutilización y reciclado, se establece que, a partir de 1 de enero de 2027, solo podrá incluirse en dicho computo, si éstos se han recogido separadamente.

En España, el modelo de gestión de residuos municipales predominantemente implantado por las entidades locales está basado en la separación de tres fracciones: el papel y cartón, los envases de vidrio y los envases ligeros, recogiéndose los biorresiduos mezclados con otros materiales, en lo que se denomina “fracción resto”. Solo es obligatoria su recogida separada a nivel autonómico en Cataluña y a nivel local, ha empezado a serlo en muchas entidades locales de otras comunidades autónomas. Con el modelo mayoritariamente implantado en España, para separar los biorresiduos de la fracción resto, es necesario recurrir a un tratamiento mecánico previo de separación de esta fracción, que sólo consigue recuperar parte de los mismos y lo hace además con baja calidad por estar mezclados con otros materiales. Sin embargo, la recogida separada de calidad de los biorresiduos hace prácticamente innecesario el tratamiento posterior de separación y facilita su compostaje, pudiéndose obtener en consecuencia una enmienda orgánica de calidad. Lograr esta recogida de calidad depende del tipo de modelo de recogida establecido para esta fracción. En general, se ha observado que se obtienen mejores resultados mediante los modelos de recogida puerta a puerta y los modelos con quinto contenedor con tapa cerrada.
Los biorresiduos separados en origen pueden ser también tratados in situ a través del compostaje doméstico y/o comunitario obteniéndose también un compost de calidad que puede ser empleado en los jardines de los hogares o de zonas comunes. Esta modalidad puede completar los modelos de recogida separada en contenedor e incluso ser, en determinados casos, la opción única de gestión de esta fracción.

Por otro lado, la recogida separada de biorresiduos incide también en una mejora de la calidad y cantidad de los otros materiales reciclables recogidos separadamente al reducirse la materia orgánica presente en éstos. 

Como resultado del modelo de recogida de residuos municipales predominantemente implantado en nuestro país, según los datos de los últimos años, se recicla en torno al 30% de los residuos municipales, lejos del objetivo vigente de reciclado del 50% de residuos municipales para 2020. Debe señalarse, además, que de ese 30%, nueve puntos porcentuales corresponden al reciclado de biorresiduos recogidos de forma mezclada con la fracción resto, que no se podrán computar a partir de 2027, lo que hará que el porcentaje de reciclado de nuestro país se reduzca aún más, si no se adoptan medidas eficaces al respecto.  

Para avanzar en el cumplimiento del objetivo vigente de reciclado del 50% de residuos municipales en 2020, el Plan Estatal Marco de Gestión de Residuos (PEMAR 2016-2022), aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros el 6 de noviembre de 2015, incluyó como medida a adoptar por las autoridades competentes, el incremento de la recogida separada, en cantidad y calidad, de las distintas fracciones que componen los residuos municipales, en especial la de los biorresiduos. Los biorresiduos constituyen la fracción mayoritaria de los residuos domésticos, aproximadamente el 40%, por lo que su recogida separada es esencial para poder cumplir los objetivos a medio y largo plazo de reciclaje de dichos residuos municipales. El PEMAR proponía incrementar la recogida separada neta de los biorresiduos para su reciclado en 1,7  millones de toneladas, y recogía una serie de orientaciones para esta fracción. Dado el lento avance en la consecución de estos objetivos de recogida separada y las nuevas orientaciones comunitarias, se hace necesario reforzar más y con carácter legal las orientaciones incluidas en el PEMAR.
En lo que respecta a los residuos textiles, el modelo de consumo actual, ligado a la renovación frecuente del vestuario y los bajos precios de los productos, hacen que el residuo de textil y calzado esté cada vez más presente entre los residuos municipales. Según datos del sector, en España se generan entre 10 y 20 kg de residuos de ropa por habitante y año. Conforme al PEMAR, la fracción de textil supone un 5,5% de la fracción resto de los residuos de competencia municipal. Si bien la recogida separada de esta fracción no es obligatoria para los municipios, en los últimos años, muchos ayuntamientos han instalado contenedores específicos para la recogida de residuos textiles, aunque España está aún por debajo de la media europea en cuanto a recogida separada de este tipo de residuos. La obligatoriedad de la recogida separada de los residuos textiles a más tardar el 31 de diciembre de 2024, fijado en la nueva directiva, tiene por objeto aprovechar el alto potencial de su preparación para la reutilización y reciclado que caracteriza a este tipo de residuos. 

Finalmente, respecto a los residuos peligrosos de origen doméstico, la nueva directiva establece también la obligatoriedad de que se recojan de forma separada a más tardar el 31 de diciembre de 2024, con objeto de mejorar su gestión y evitar la contaminación derivada de estos residuos reciclables. En muchos municipios españoles, estas fracciones ya se recogen separadamente a través de los puntos limpios.

En definitiva, el cumplimiento de los objetivos comunitarios de preparación para la reutilización y el reciclado de residuos municipales, requiere que se generalice, en nuestro país, la recogida separada de biorresiduos, de residuos textiles y de residuos peligrosos de origen doméstico.
2. OBJETIVOS
El objeto es establecer la recogida separada obligatoria de los residuos textiles y de los residuos peligrosos de origen doméstico a más tardar el 31 de diciembre de 2024, así como la recogida separada obligatoria de los biorresiduos antes del 31 de diciembre de 2020, para las entidades locales de más de cinco mil habitantes y antes del 31 de diciembre de 2023, para el resto. 
Estos objetivos nacionales coinciden plenamente con los objetivos temporales establecidos en la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo, para los residuos textiles y los residuos peligrosos de origen doméstico.

No obstante, para el supuesto de los biorresiduos de competencia municipal este anteproyecto recoge un objetivo más exigente puesto que se impone la obligación de recogida separada de este tipo de residuos antes del 31 de diciembre de 2020 para las entidades locales de más de cinco mil habitantes, dejando el objetivo del 31 de diciembre de 2023 para el resto. Tal y como se justifica detalladamente en el anexo II sobre las alegaciones recibidas en los trámites de audiencia e información públicas, resulta imprescindible fijar un plazo inferior (31 de diciembre de 2020) para cumplir con los objetivos citados con miras a alcanzar la meta global de objetivos en 2025.  A este respecto, hay que tener en cuenta que no son obligaciones nuevas para comunidades autónomas y entidades locales puesto que estas orientaciones ya constaban en el PEMAR (2016-2020) y que la propia Comisión ha alertado a España sobre el posible incumplimiento de los objetivos fijados para 2020. 
De la misma manera y dado que el concepto de biorresiduo y el concepto de residuo municipal conforme a la Directiva 2018/851/UE incluyen otros orígenes diferentes a los hogares, procede también incluir un calendario para la separación en origen de los biorresiduos de origen comercial o industrial, que se articula en función de las toneladas que se generan en estos orígenes. Ello facilitará también la tarea de las Entidades locales cuando son ellas las competentes para su recogida. 
En definitiva, se pretende sentar la base legal, para que las autoridades ambientales competentes establezcan los cambios oportunos en los modelos de recogida y gestión de residuos, que permitan a España cumplir con los nuevos objetivos de recogida separada de residuos, establecidos en la nueva directiva.
3. ADECUACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE BUENA REGULACIÓN 

Este anteproyecto de ley se adecúa a los principios de buena regulación del artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en virtud del cual, “en el ejercicio de la iniciativa legislativa las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.”  
En concreto, para el adecuado cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, esta norma se debe justificar en una razón de interés general, basarse en la identificación clara de los fines perseguidos y ser el instrumento más adecuado para garantizar su consecución (artículo 129.2) 
En este sentido, la protección del medio ambiente y el derecho a un medio ambiente adecuado, constituyen la razón de interés general en que se fundamenta esta norma.  La protección del medio ambiente se vincula a la propia existencia del ser humano. La adecuada gestión de los residuos es fundamental para el desarrollo sostenible.  En este sentido, la Unión Europea aboga por mejorar la gestión de los residuos con miras a proteger, preservar y mejorar la calidad del medio ambiente, así como proteger la salud humana y los principios de economía circular, entre otros.  
Además España, como Estado miembro de la Unión Europea, está obligada a transponer las directivas a su ordenamiento jurídico, entre las que se encuentra la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018. De este modo, se evitan posibles sanciones por incumplimiento. A su vez, los fines de esta norma están bien definidos ya que consisten en la una gestión correcta de los residuos para lograr la protección adecuada del medio ambiente. Se pretende aumentar el reciclado de residuos municipales mediante la recogida separada de biorresiduos, residuos textiles y domésticos peligrosos en toda España.

De acuerdo con el principio de jerarquía normativa, la modificación de la Ley 22/2011, de 28 de julio, es el instrumento adecuado para la transposición de la norma comunitaria. La directiva viene a modificar la Directiva 2008/98/CE sobre los residuos, que se incorporó al ordenamiento jurídico español a través de la mencionada ley.  
Para que la norma se ajuste al principio de proporcionalidad, deberá contener la regulación imprescindible para atender la necesidad a cubrir tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a los destinatarios (artículo 129.3).  Esta ley no hace sino ahondar en la senda que se ha trazado para el reciclado de los residuos municipales marcada por el Plan Estatal Marco de Gestión de Residuos (PEMAR 2016-2022), que incluyó la medida de incrementar la recogida separada, en cantidad y calidad, de las distintas fracciones de residuos municipales, en especial de los biorresiduos.  No obstante, ante la necesidad de alcanzar porcentajes superiores para alcanzar los niveles europeos, resulta imprescindible adoptar medidas más exigentes.  Por esta razón, esta norma cumple con el principio de proporcionalidad.  De hecho, se deja libertad a las comunidades autónomas para dictar normas adicionales de protección del medio ambiente en el ejercicio de sus competencias constitucionalmente atribuidas, fijando objetivos más ambiciosos que los marcados por la normativa básica. 

De acuerdo con el principio de seguridad jurídica, la norma es coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y comunitario. En primer lugar, esta modificación en la ley es coherente con el ordenamiento jurídico nacional porque no afecta a aspectos regulados en los reales decretos de los distintos flujos de residuos y sus correspondientes órdenes de desarrollo.  Además, no se alteran las competencias en materia de gestión de residuos que se regulan en el propio artículo 12 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, ni las de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (artículos 25.2.b), 26.1.a), 26.1.b), 26.2.a), 36.1.c) y 87.2)
En segundo lugar, se ajusta al ordenamiento comunitario ya que precisamente el objetivo es cumplir con las exigencias de la directiva recientemente aprobada, en lo que respecta a la obligatoriedad de las recogidas separadas de biorresiduos, residuos textiles y residuos domésticos peligrosos. 
De conformidad con el principio de transparencia, en la elaboración de la norma se ha cumplido con los trámites que dan participación y audiencia a los sectores e interesados, tal y como establece la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE) y con lo dispuesto en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.  Hasta la fecha se ha consultado a los agentes económicos y sociales, a las comunidades autónomas, a las ciudades de Ceuta y Melilla, así como las entidades locales y los sectores más representativos potencialmente afectados. Además, el proyecto se va a someter al Consejo Asesor del Medio Ambiente. 
En aplicación del principio de eficiencia, esta norma no contiene nuevas cargas administrativas innecesarias o accesorias y las medidas contenidas en la norma supondrán una mejora de la calidad y cantidad de los materiales recogidos separadamente, lo que redundará en una reducción de los costes asociados a su gestión a la vez que proporcionará más ingresos a las administraciones por la venta de esos materiales y, consecuentemente, se racionalizará la gestión de los recursos públicos, en línea con los principios de la economía circular.
4. ALTERNATIVAS
Las alternativas que se han valorado para la transposición de la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo, han sido:

a) Modificar la Ley 22/2011, de 28 de julio, incorporando todas las novedades que se introducen en la Directiva marco de residuos.  Dado que la transposición es laboriosa por la cantidad de artículos de la directiva que se modifican y los que se incorporan de nuevas, se prevé que la tramitación se alargue en el tiempo.
b) Modificar la mencionada ley en dos momentos distintos, adelantando la incorporación al Derecho nacional de aquellas cuestiones prioritarias en las que España va atrasada respecto a otros países comunitarios y necesita más tiempo para su adaptación y cumplimiento. En concreto, la generalización de la recogida separada de biorresiduos, de los residuos textiles y de los residuos domésticos peligrosos para el cumplimiento de los objetivos comunitarios de preparación para la reutilización y el reciclado de residuos municipales en la fecha que impone la normativa comunitaria. 
Finalmente se ha optado por la segunda opción ya que, pese a que España a través del Plan Estatal Marco de Gestión de Residuos (PEMAR) fijó medidas para el porcentaje de reciclado de residuos municipales (se está reciclando en torno al 30% frente al 50% que se tiene que lograr en 2020), no resultan suficientes para lograr los objetivos comunitarios. Entre esas medidas destaca la importancia de aumentar el porcentaje de recogida separada de las distintas fracciones, y en especial, de los biorresiduos, ya que constituyen la fracción mayoritaria de los residuos domésticos, aproximadamente el 40%, por lo que su recogida separada es fundamental para cumplir los objetivos marcados. En el PEMAR se pretendía lograr la recogida separada neta de biorresiduos en 1.7 millones de toneladas, cifra que no se ha conseguido todavía y se avanza lentamente. De ahí que se pretenda su cumplimiento a través de una norma con rango legal que imponga su consecución. Adicionalmente, procede señalar que la Comisión Europea publicó el “Informe sobre la ejecución de la legislación europea de residuos, que incluye el informe sobre alerta temprana de los Estados miembros en riesgo de incumplimiento del objetivo de 2020 de preparación para la reutilización y reciclado para los residuos municipales.”, señalando a España en riesgo de incumplimiento como consecuencia entre otros aspectos, de la ausencia de armonización entre comunidades autónomas de la obligación de recogida separada (por ejemplo en biorresiduos) y a la no implantación en todos los municipios. En dicho informe también la Comisión Europea proporciona varias  recomendaciones, entre las que se encuentra la introducción de la obligatoriedad de recogida separada de biorresiduos estableciendo un conjunto de criterios de calidad (impropios y frecuencia de recogida) así como establecer  objetivos de recogida vinculantes para las entidades locales con sanciones en caso de incumplimiento.
En el caso de los residuos textiles, ya se están recogiendo separadamente en España pero sólo en algunos casos, ya que ésta no es obligatoria. Dado que el plazo para su consecución es el 31 de diciembre de 2024, se necesita incentivar esta recogida separada puesto que España está por debajo de la media europea en los niveles de recogida separada de este tipo de residuos.

En cuanto a los residuos peligrosos de origen doméstico, se cuenta con idéntico plazo que para los residuos textiles. Igualmente, varios municipios españoles ya los recogen separadamente y algunas legislaciones específicas ya lo contemplan. De aquí la importancia de aprovechar esta línea para modificar la ley y generalizar la recogida separada en todo el territorio nacional.
La segunda modificación de la ley con el resto de preceptos que no se han transpuesto, se iniciará en el primer trimestre de 2019 con objeto de evitar sanciones al Reino de España por incumplimiento del plazo de transposición (5 de julio de 2020)

5. PLAN ANUAL NORMATIVO
De conformidad con el artículo 25 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, y el Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación Normativa, este anteproyecto de ley se incluye en el Plan Anual Normativo de 2019.  
En el primer trimestre de 2018, cuando se analizaron los proyectos normativos que se incluirían en el plan anual normativo para su aprobación en el año siguiente, ya se contempló la modificación de la Ley 22/2011, de 28 de julio. La Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo, no se aprobaría hasta unos meses después (mayo) pero se encontraba en las últimas fases de su elaboración por lo que se pudo contemplar la necesidad de modificar cuanto antes la ley para ajustar la normativa española a los objetivos de recogida separada y de reciclaje que marcaba la Unión Europea. En consecuencia, esta ley se elevará para su aprobación en el 2019.
Respecto de la evaluación posterior, no se requiere un análisis de resultados, tal y como expresamente se hizo constar en el plan anual normativo de 2019, por lo que no es objeto de la denominada evaluación “ex post” (artículo 2.1.j) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre).
 B. CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICO Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN

1. CONTENIDO
El anteproyecto de ley consta de un artículo único con tres apartados por los que se modifican los artículos 3, 21 y 24 de la Ley 22/2011, de 28 de julio.
A continuación se describen las principales novedades incorporadas en la modificación de ley:
En relación con la modificación del artículo 3, relativo a las definiciones, se sustituye la definición de biorresiduo de la letra g), por  la nueva definición establecida en el punto 3.b) de la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, que modifica el artículo 3.4 de la Directiva Marco sobre los residuos.
En relación con la modificación del artículo 21 relativo a la recogida, preparación para la reutilización, reciclado y valorización de residuos, se introduce un nuevo párrafo, en el que se prevé que antes del antes del 31 de diciembre de 2024 deberá estar establecida una recogida separada para residuos textiles y residuos peligrosos de origen doméstico.  De este modo, se transpone parcialmente el punto 12.b) de la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, que añade un nuevo plazo para la recogida separada de residuos textiles.  Igualmente se incorpora idéntica fecha para los residuos peligrosos de origen doméstico, de conformidad con el punto 17 de la citada directiva, que modifica el artículo 20 de la Directiva Marco sobre los residuos y en este caso, se contempla en el nuevo artículo 20.1.
Por su parte, se introduce una nueva redacción del artículo 24 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, con objeto de establecer, con carácter obligatorio, la recogida separada de los biorresiduos antes del 31 de diciembre de 2020 para las entidades locales de más de cinco mil habitantes y antes del 31 de diciembre de 2023, para el resto.  De esta forma se transpone el punto 19 de la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, que, a su vez, modifica el artículo 22 de la Directiva Marco sobre los residuos.  

Tal y como se ha mencionado en el apartado sobre los objetivos, en el supuesto de los biorresiduos se fijan varios plazos para la consecución del objetivo global comunitario con la finalidad de que España siga avanzando en su consecución y alcance los niveles deseados en Europa.
El anteproyecto de ley incluye, asimismo, una disposición adicional única en la que se señala que las medidas incluidas en la norma no podrán suponer un incremento de gastos de dotaciones o personal en los Presupuestos de la Administración General del Estado, y dos disposiciones finales relativas a la incorporación de Derecho de la Unión Europea (transposición parcial de la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018) y  a la entrada en vigor de la norma que se producirá al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

En consecuencia, esta norma transpone parcialmente la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018 (puntos 3.b, 12.b, 17 y 19), que a su vez, modifica los artículos 3.4, 11.1, 20.1 y 22 de la Directiva Marco sobre los residuos. A continuación se adjunta tabla de correspondencias:
	DIRECTIVA


	ANTEPROYECTO DE LEY


Punto 3.b)





Artículo único. Uno.

Punto 12.b) 3er pº y punto 17 (art. 20.1)

Artículo único. Dos.

Punto 19





Artículo único. Tres.

De conformidad con el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, se dispone que la entrada en vigor de la norma se producirá al día siguiente de la publicación de la misma en el Boletín Oficial del Estado. La inmediatez en la entrada en vigor se justifica en el plazo máximo de transposición que establece la directiva, el 5 de julio de 2020.
2. ANÁLISIS JURÍDICO

2.1. Justificación del rango 

En virtud del principio de jerarquía normativa, toda norma se podrá modificar por otra de igual o superior rango. En base a este principio, la Ley 22/2011, de 28 de julio, solo es susceptible de modificación a través de otro proyecto con rango de ley. Como ya se ha mencionado, la Directiva 2018/851/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, modifica la Directiva Marco sobre los residuos, que se incorporó al ordenamiento jurídico español a través de la mencionada ley. Una correcta transposición de la citada directiva conlleva la elaboración de una nueva ley que modifique, en este caso de forma puntual, la Ley 22/2011, de 28 de julio. 

2.2. Relación con las otras normas del ordenamiento jurídico.
Esta ley es coherente tanto con las normas del Derecho de la Unión Europea como con el resto de normas del ordenamiento jurídico español.

En primer lugar, este anteproyecto es necesario para la transposición en plazo y cumplimiento de los objetivos de una de las directivas del Paquete de residuos en el marco del Plan de Acción de la Comisión Europea para la Economía circular, la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, y contribuirá también al cumplimiento del objetivo de reducción del vertido de residuos municipales (máximo del 10% en 2035) establecido en la Directiva (UE) 2018/850, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 1999/31/CE sobre el vertido de los residuos.
En segundo lugar, la aprobación de esta norma no supone ninguna alteración del resto de normas del ordenamiento jurídico español:  

a) En relación con la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, se mantiene la misma relación que existía cuando se aprobó la Ley 22/2011, de 28 de julio. Ambas normas definen la distribución competencial en materia de residuos, en una relación de complementariedad.  La Ley 22/2011, de 28 de julio, especifica algunas de las competencias recogidas de modo genérico en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de tal forma que:

El artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, establece los servicios que, con carácter obligatorio, deberán prestar los municipios, por sí o asociados:

a) Todos los Municipios: servicio de recogida de residuos, 

b) Los Municipios con población superior a 5.000 habitantes servicio de tratamiento de residuos.

En cambio, la Ley 22/2011, de 28 de julio, en su artículo 12 denominado “Competencias administrativas” establece lo siguiente:
5. Corresponde a las Entidades Locales, o a las Diputaciones Forales cuando proceda:

a) Como servicio obligatorio, la recogida, el transporte y el tratamiento de los residuos domésticos generados en los hogares, comercios y servicios en la forma en que establezcan sus respectivas ordenanzas en el marco jurídico de lo establecido en esta Ley, de las que en su caso dicten las Comunidades Autónomas y de la normativa sectorial en materia de responsabilidad ampliada del productor. La prestación de este servicio corresponde a los municipios que podrán llevarla a cabo de forma independiente o asociada.

b) El ejercicio de la potestad de vigilancia e inspección, y la potestad sancionadora en el ámbito de sus competencias.

c) Las Entidades Locales podrán:

1.º Elaborar programas de prevención y de gestión de los residuos de su competencia.

2.º Gestionar los residuos comerciales no peligrosos y los residuos domésticos generados en las industrias en los términos que establezcan sus respectivas ordenanzas, sin perjuicio de que los productores de estos residuos puedan gestionarlos por sí mismos en los términos previstos en el artículo 17.3. Cuando la entidad local establezca su propio sistema de gestión podrá imponer, de manera motivada y basándose en criterios de mayor eficiencia y eficacia en la gestión de los residuos, la incorporación obligatoria de los productores de residuos a dicho sistema en determinados supuestos.

3.º A través de sus ordenanzas, obligar al productor o a otro poseedor de residuos peligrosos domésticos o de residuos cuyas características dificultan su gestión a que adopten medidas para eliminar o reducir dichas características o a que los depositen en la forma y lugar adecuados.

4.º Realizar sus actividades de gestión de residuos directamente o mediante cualquier otra forma de gestión prevista en la legislación sobre régimen local. Estas actividades podrán llevarse a cabo por cada entidad local de forma independiente o mediante asociación de varias Entidades Locales.
b) Varios reales decretos y órdenes ministeriales han desarrollado la Ley 22/2011, de 28 de julio, sobre distintos flujos de residuos en los distintos ámbitos competenciales.  No obstante, la modificación de la ley es muy puntual y no incide en el desarrollo que, a nivel estatal, se ha hecho hasta la fecha de la Ley 22/2011, de 28 de julio, en lo que respecta a los distintos flujos de residuos.  Por esta razón no procede regular situaciones transitorias ni derogar y/o modificar normas con rango reglamentario.
Por último, no es necesario redactar disposición derogatoria alguna, puesto que esta reforma sólo viene a concretar determinados aspectos de la regulación de residuos.  No se deroga ninguna norma del ordenamiento jurídico español.

2.2. Entrada en vigor de la norma 

La modificación de la Ley prevé su entrada en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». Esta disposición es conforme con el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, ya que la norma no implica nuevas obligaciones de forma directa para personas físicas ni jurídicas sino un compromiso para el propio Estado miembro para la progresiva adopción de las medidas previstas en la misma (31 de diciembre de 2020 para comenzar con la recogida separada de la fracción orgánica en municipios de más de 5.000 habitantes; 31 de diciembre de 2023 en el resto; 31 de diciembre de 2024 establecer la recogida separada de residuos textiles y residuos peligrosos de origen doméstico). 
3. DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN
La elaboración y tramitación de esta ley se ha efectuado de conformidad con lo previsto en el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre.. 

En primer lugar, no se ha sustanciado el trámite de consulta pública previa, ya que la regulación consiste en la modificación de aspectos parciales y muy específicos de una materia, tal y como prevé el artículo 26.2 de la ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

En su elaboración, se han consultado a los agentes los agentes económicos y sociales y a los sectores más representativos potencialmente afectados (mediante correo remitido el 21 de mayo de 2018) y a las comunidades autónomas, las ciudades de Ceuta y Melilla, y las entidades locales (mediante correo de 21 de mayo de 2018 a la Comisión de coordinación en materia de residuos).

El calendario de la tramitación seguida por el anteproyecto de ley es el siguiente:

- Trámite de información pública a través del portal web del Ministerio (de 19 a mayo a 19 de junio de 2018) en virtud del artículo 105 a) de la Constitución Española, y según lo dispuesto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, así como dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 16 y 18 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
-
Trámite de audiencia a las Comunidades Autónomas y a los sectores interesados (correo remitido el 21 de mayo anunciando el trámite de Información pública de 19 de mayo a 19 de junio de 2018) de acuerdo con lo señalado por el artículo 3.1.k) de la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Dicha consulta se realizará a través de la Comisión de coordinación en materia de residuos, así como a través del portal web del departamento.

Las principales modificaciones en el texto del anteproyecto como consecuencia del trámite de información pública y de audiencia a los sectores son las siguientes (informe en documento adjunto):
· Se sustituye el término “municipio” por el de entidad local, para dar cabida a las agrupaciones de municipios de más de 5.000 habitantes.

· Se mejora la redacción del preámbulo y del artículo 24 para recoger las alegaciones sobre la separación en origen y compostaje doméstico y comunitario y sobre la restricción de otros tratamientos (especialmente los asociados a los biorresiduos de grandes generadores que también pueden ser SANDACH)
· Se modifica la redacción de la disposición adicional sobre aumento de gasto para indicar que no supone gasto para la Administración General del Estado, sin perjuicio de los presupuestos de las Administraciones territoriales.
- Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transición Ecológica (3 septiembre de 2018) como departamento proponente, exigido por el artículo 26.5, párrafo 4 de la Ley 50/1997, 27 de noviembre, del Gobierno. No se realizan observaciones al proyecto.
- Informe de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad (13 de noviembre de 2018). Se recomiendan mejoras del preámbulo y de la Memoria de Impacto Normativo que se tienen en consideración y se incorporan a los textos.
Se elabora un nuevo texto con las observaciones de los trámites de audiencia e información pública y de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa y se eleva, previo sometimiento a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, a primera vuelta del Consejo de Ministros, de conformidad con el artículo 26.4 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, con objeto de decidir los ulteriores trámites a seguir.

No obstante, esta norma tendrá que cumplir los siguientes trámites: 

- Informe de los Ministerios afectados por la norma, de conformidad con lo previsto en el artículo 26.5, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre.
- Informe del Consejo Asesor de Medio Ambiente, previsto en el artículo 19 de la Ley 27/2006, de 18 de julio por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, para los proyectos con incidencia ambiental.

- Dictamen del Consejo de Estado, previsto en el artículo 22.2 y 3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado.
C. ANALISIS DE IMPACTOS
1. ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
1.1. Título competencial  y análisis de las cuestiones competenciales más relevantes

El presente anteproyecto de ley se dicta al amparo del artículo 149.1.23ª de la Constitución que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales de protección. 
Los preceptos que se modifican se encuentran entre los que según la disposición final primera de la Ley 22/2011, de 28 de julio, se sustentan en el mencionado título competencial.
1.2. Análisis de la participación autonómica y local en la elaboración del proyecto

Se ha recabado la participación de las comunidades autónomas y de las entidades locales en la elaboración de este proyecto a través del trámite de audiencia a la comisión de coordinación en materia de residuos en el que están presentes todas las comunidades autónomas, Ceuta y Melilla y las entidades locales a través de la FEMP. Se han recibido observaciones de cinco comunidades autónomas: Comunidad de Madrid, La Rioja, Castilla La Mancha, Castilla y León y Comunidad Valenciana.
No se ha recibido observaciones de la FEMP, pero sí de algunas entidades locales como la Comarca de Gúdar-Javalambre, la Diputación de Pontevedra, y la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona.

2. IMPACTO ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO

2.1. Impacto económico general

El proyecto tiene efectos positivos sobre la economía y la innovación en general y se enmarca dentro del Plan de Acción comunitario para la promoción de la economía circular, mediante la reincorporación al proceso productivo una y otra vez, de los materiales que contienen los residuos para producir nuevos productos o materias primas. Ello impulsará la competitividad al proteger a las empresas contra la escasez de recursos y la volatilidad de los precios, y contribuirá a crear nuevas oportunidades empresariales, así como fórmulas más innovadoras y más eficientes de producir y de consumir. Este efecto positivo puede ser una oportunidad especialmente relevante para el caso de las PYMES.

El tratamiento de los residuos municipales procedentes de la recogida separada de los bioresiduos, de los residuos textiles, y de los residuos municipales peligrosos, dinamiza el desarrollo económico local. Con carácter general, la preparación para la reutilización y el reciclado son mucho más intensivos en mano de obra que las opciones de eliminación e incineración. Además, la mano de obra que requieren es más cualificada, y deberá ser fomentada en el marco del sistema educativo y de la formación.

Por otro lado, la investigación y la innovación en el ámbito del reciclado, y en particular en el ámbito de los tratamientos biológicos y la utilización de las enmiendas orgánicas, resultarán fundamentales para avanzar hacia la economía circular, y redundarán positivamente en la competitividad y en la modernización de las empresas españolas y en particular, de las PYMES especialmente activas en el reciclado y la preparación para la reutilización.  

La adopción de medidas destinadas a mejorar la gestión de los residuos, partiendo de la base de una recogida separada de determinadas fracciones, como se recoge en esta propuesta normativa, redunda en un incremento de las tasas de reciclado y una mayor calidad de todos los materiales reciclados. 

Fortalecer el reciclado evita la pérdida de recursos materiales y permite minimizar el depósito de residuos en vertedero y reducir las cantidades de residuos destinados a incineración, con el consiguiente coste económico de esas operaciones. Así mismo, se reducen los impactos ambientales asociados a esas opciones de gestión, especialmente en lo que respecta a la reducción de emisiones de Gases de Efecto Invernadero asociadas al vertido.

Los mandatos recogidos en la propuesta normativa están dirigidos fundamentalmente a las administraciones locales, administraciones competentes para la prestación del servicio de recogida y tratamiento de residuos
. Es necesario destacar la dificultad de conseguir información contrastada respecto al coste total de la gestión de residuos que soportan las Entidades locales en la actualidad. Esto se debe a la falta de armonización de la metodología de cálculo de los costes (de recogida y tratamiento), y a la ausencia de información precisa de los ingresos, tanto los derivados de la financiación de parte de la gestión por los sistemas de responsabilidad ampliada del productor, como los obtenidos por la venta de materiales o productos reciclados. A esto hay que añadir, que en esta actividad se produce una fragmentación de la información disponible derivada del hecho de que se externaliza parte o toda la gestión de los residuos. Determinados estudios indican que el gasto en la gestión de los residuos municipales (incluyendo normalmente recogida y tratamiento de residuos y limpieza viaria), puede superar el 30% del presupuesto de las entidades locales. 

Para valorar el impacto económico de estas medidas hay que tener en cuenta que cuando se incrementa la recogida de la fracción orgánica, también se incrementa la calidad y cantidad del resto de fracciones recogidas separadamente, obteniéndose más ingresos de los sistemas de responsabilidad ampliada de productor y por la venta de materiales, y se reduce la cantidad de fracción resto, reduciéndose así el servicio de recogida y tratamiento de esta fracción, y por tanto el coste asociado a su tratamiento mecánico-biológico, y su posterior incineración o vertido. Este último coste puede incluir los costes derivados de la existencia de impuestos a estas opciones de tratamiento. En resumen, la implantación de la recogida separada, disminuye el coste total de tratamiento de la fracción resto.

Por todo ello, se considera que es el diferencial del coste de implantación de la recogida el que determina el posible impacto económico en las entidades locales. Algunos estudios realizados en Cataluña, donde ya está implantada la recogida separada de bioresiduos de forma generalizada, estiman que el impacto de la implantación de la recogida separada de biorresiduos en el coste total, oscila entre 10-30€/t, e incluso, en algún caso puede suponer un ahorro de hasta 5€/t.

Los factores determinantes de la variabilidad en los costes de recogida, se deben tanto a la eficiencia en la captación de los bioresiduos, como al diseño del servicio. Por tanto, el impacto económico dependerá del modelo que adopten las Entidades locales para implantar la recogida separada.
Previsiblemente, la puesta en marcha de las medidas recogidas en la propuesta normativa puede tener inicialmente un cierto impacto económico en las administraciones locales, que sin embargo se irá mitigando progresivamente a medida que se consolide esta actividad económica, y se reduzcan los costes en estos procesos y vayan aumentando los ingresos por materiales reciclados. A modo indicativo, la Evaluación de Impacto de las propuestas de Directivas comunitarias estimó que el Coste Neto Social (Coste financiero más Costes Externos) para España era de 410 millones de euros
.
En lo que respecta al empleo, de conformidad con la Evaluación de Impacto de las propuestas de directivas comunitarias para España se estimó que la aplicación de las medidas contenidas en las directivas supondría para España la creación de 11.140 trabajos directos medidos en equivalentes a tiempo completo (TFE).

2.2. Garantía de la unidad de mercado

En cuanto a la adecuación a la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado, el proyecto es plenamente respetuoso con lo dispuesto en dicha ley, ya que no contiene mandatos dirigidos a operadores económicos en el ejercicio de una actividad económica, por lo que no se obstaculiza la libertad de circulación y establecimiento de las personas ni tampoco la libre circulación de bienes en todo el territorio nacional. De hecho, se establecen los requisitos necesarios de aplicación de la norma en todo el Estado.
2.3. Efectos en la competencia en el mercado

Como se ha indicado, el proyecto es coherente con la unidad de mercado y no distorsiona la competencia. Se respeta el principio de libre actuación en todo el territorio nacional, ya que no se exigen requisitos distintos por razón del territorio.

Además, al tratarse de una norma de origen comunitario se aplica por igual en todo el territorio de la Unión Europea, lo que salvaguarda la aplicación homogénea del principio de libre competencia.

2.4. Análisis de las cargas administrativas

Este proyecto no contempla cargas administrativas ya que no se regulan tareas administrativas para los ciudadanos o las empresas. Sólo contiene mandatos que conciernen a las Administraciones Públicas, tanto para el Estado como para las Comunidades Autónomas y Entidades locales. 
2.5. Impacto presupuestario

El proyecto no tendrá efectos sobre los gastos e ingresos públicos, tanto financieros como no financieros, de la Administración General del Estado, ni supone un incremento ni de dotaciones ni de retribuciones. 

Por todo lo anterior, este proyecto no tendrá, a priori, un impacto presupuestario negativo respecto a la Administración General del Estado.
No obstante lo anterior, sí lo tendrá en los presupuestos de las Entidades Locales que tendrán que hacer frente a las nuevas obligaciones de recogida separada y tratamiento, lo que supone nuevos gastos de inversión y de explotación. Según información estimada a partir de las inversiones realizadas por Cataluña (donde ya está implantada la recogida separada de biorresiduos), se necesitarían casi 1000 millones de euros en lo que respecta a la inversión para atender la recogida separada en el resto de España. 
3. IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO
A los efectos de lo dispuesto en la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno y en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, se informa que el presente proyecto tiene un impacto de género nulo y no contiene ninguna medida discriminatoria por razón de género, que pueda incumplir el principio de  igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres ni atentar contra el mismo.
4. IMPACTO MEDIOAMBIENTAL

El impacto medioambiental será positivo debido en general a la mejora de la gestión de los residuos municipales y a la reducción de residuos abandonados en el medio ambiente derivada. Igualmente, de forma indirecta se reducirán los niveles de emisión de gases de efecto invernadero y de contaminación atmosférica ya que, por un lado se dispondrán de más materiales que al reintroducirse nuevamente en los ciclos productivos, evitarán el uso de materias primas vírgenes y de energía, y por otro, se reducirá las emisiones de metano (gas de efecto invernadero) derivadas del depósito de residuos biodegradables en vertedero (principalmente de biorresiduos). Todo ello se traducirá en una reducción de emisiones de gases de efecto invernadero en el Sistema Español de Inventario, que de acuerdo a la Evaluación de Impacto de las propuestas de directivas comunitarias para España se estimó en 32.89 millones de toneladas de CO2 equivalente en el período 2015-2035. En consecuencia, los efectos sobre la salud pública también serán positivos.
5. OTROS IMPACTOS 
5.1. Impacto en la familia

No se prevé ningún impacto en la familia de acuerdo con lo exigido en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas, introducida por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia.

5.2. Impacto en la infancia y en la adolescencia.

No se prevé ningún impacto en la infancia y la adolescencia, derivado del artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor de modificación parcial del Código Civil, y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, igualmente introducido por la Ley 26/2015, de 28 de julio.

5.3. Impacto en materia de igualdad de oportunidades, discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

No se prevé ningún impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, en los términos contemplados en el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre.

ANEXO I. CUADRO DE OBSERVACIONES RECIBIDAS EN EL TRÁMITE DE INFORMACIÓN PÚBLICA, AUDIENCIA A SECTORES Y AUDIENCIA A CCAA.
En el Excel adjunto a este documento pueden verse las observaciones realizadas por los 33 alegantes (5 comunidades autónomas, 1 Ministerio, 3 de entidades locales y el resto del sector privado o empresas públicas) que las han remitido, así como su correspondiente valoración y propuesta de modificación en consonancia.
ANEXO II. INFORME RESUMEN DE LAS ALEGACIONES RECIBIDAS EN LOS TRÁMITES DE AUDIENCIA Y DE INFORMACIÓN PÚBLICA.
Del 19 de mayo al 19 de junio de 2018 se ha sometido a participación pública Borrador de anteproyecto de ley por la que se modifica la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (LRSC). Dicho borrador de APL pretende modificar puntualmente la ley en lo que respecta al establecimiento de las nuevas recogidas separadas obligatorias (biorresiduos, residuos textiles y residuos domésticos peligrosos) fijadas en la Directiva 2008/98/CE a través de la modificación aprobada en la Directiva 2018/851/UE, adelantando solamente el calendario para la de biorresiduos en municipios de más de 5000 habitantes. Todo ello con el objetivo de adoptar medidas para avanzar en el cumplimiento de los objetivos de preparación para la reutilización y reciclado de residuos municipales establecidos para el medio y largo plazo.

Simultáneamente al proceso de participación pública, el borrador de APL se ha remitido a las CCAA y EELL a través de la Comisión de coordinación en materia de residuos. 

1. Alegantes

Fruto de todas esas consultas, 32 alegantes han remitido observaciones al borrador de APL: 

· Cinco CCAA: Rioja, Madrid, Castilla La Mancha,  Castilla y León y Comunidad Valenciana

· Un ministerio: MAPA y 

· el resto de alegantes son particulares (2), sector privado, Entidades Locales (3: Mancomunidad de Pamplona, Diputación de Pontevedra y Comarca Gúdar-Javalambre), Consorcios (2: Rioja y Gestión Residuos de Huesca) y ONG (Ecologistas en Acción, Amigos de la Tierra y Greenpeace). 

2. Resumen de observaciones

A continuación se presenta un resumen de las principales observaciones:

· Mantener el calendario de establecimiento de la recogida separada obligatoria de bioresiduos fijado en la Directiva 2018/851/UE: 31 de diciembre de 2023 en lugar de 31 de diciembre de 2020 (4 CCAA, Consorcio de la Rioja, Gestión de Residuos de Huesca) e incorporar un calendario para los grandes generadores

· Precisar que puede afectar no solo a municipios de más de 5000 habitantes sino también a sus agrupaciones.

· Revisar de la disposición adicional sobre no incremento de gasto (Comarca Gúdar-Javalambre, Aeress, Amigos de la Tierra,  Consorcio de La Rioja, fGER, gestión Residuos de Hueca)

· Potenciar la digestión anaerobia como método de tratamiento preferente y la obtención de biometano a partir del biogás (Gas Natural Fenosa, Sedigas, Gasnam, Enagás y la Mancomunidad Comarca Pamplona)

· Revisar la coherencia con la legislación SANDACH, especialmente en el caso de los biorresiduos de grandes generadores (Anagrasa, CECCA y Saria)

· Revisar para clarificar mejor la separación en origen y el compostaje doméstico y comunitario (Diputación de Pontevedra, Castilla y León, Amigos de la tierra, Ecologistas en Acción)

· Refozar las disposiciones sobre cumplimiento de estándares de calidad de los materiales obtenidos del tratamiento de biorresiduos.

· Revisar las disposiciones de la Ley en lo que respecta al sistema de depósito, devolución y retorno (SDDR) (Retorna, Greenpeace, Recircula, Amigos de la Tierra, Equo, Alberto Vizcaíno)

· Revisar otras disposiciones de la Ley: como por ejemplo las relativas a la reutilización y preparación para la reutilización, el principio de autosuficiencia y proximidad, competencia de Entidades locales, definición y disposiciones sobre suelos degradados, tiempo de almacenamiento en el caso de los CAT, etc)

Explícitamente manifiestan su acuerdo con el calendario previsto: Amigos de la tierra, Ecovidrio y Ecologistas en Acción.

3. Valoración de las observaciones:

En primer lugar, cabe señalar que las alegaciones relativas a otros aspectos diferentes de los contemplados en el borrador de APL (SDDR, Centros Autorizados de Tratamiento, suelos degradados, etc) no se han aceptado porque la intención del borrador del APL es revisar puntualmente las obligaciones relativas a la recogida separada. No obstante, estas observaciones procede que se analicen en la revisión de la LRSC o de otra normativa como la de envases, que se realizará para transponer la Directiva 2018/851/UE, ya que el objetivo último de la propuesta de modificación de la LRSC sometida a participación pública es avanzar en el cumplimiento de los objetivos fijados para 2020 y estar en mejor disposición para cumplir con el de 2025 actuando sobre la fracción mayoritaria de los residuos municipales, los biorresiduos, que es la fracción clave y prioritaria sobre la que hay que actuar.

Sobre la observación de mantener el calendario de la directiva 2018/851/UE, no se ha aceptado y se propone mantener las fechas fijadas en el borrador, ya que si se espera a al plazo previsto en la Directiva para los biorresiduos (31 diciembre 2023), con seguridad tampoco se cumplirá el objetivo establecido para 2025. Por otra parte, se señala que, desde la aprobación del Plan Estatal Marco de Gestión de Residuos (PEMAR) 2016-2022, están claras las orientaciones en el ámbito de los biorresiduos (establecidas en el capítulo 6): Se fijó un objetivo de reciclar 1,7 millones de toneladas netas de biorresiduos procedentes de recogida separada así como las orientaciones para avanzar en su cumplimiento. 

Además se estableció en el capítulo 5 del PEMAR que "para garantizar el cumplimiento de los objetivos nacionales, las CCAA deberán cumplir como mínimo esos objetivos con los residuos generados en su territorio, salvo que la normativa sectorial establezca criterios específicos de cumplimiento. 

Cuando los objetivos afecten a residuos de competencia municipal, las entidades locales pondrán todos los medios a su alcance para el cumplimiento de dichos objetivos. En todo caso, las CCAA en sus planes autonómicos de gestión de residuos podrán establecer la contribución de las entidades locales, de forma independiente o asociada, al cumplimiento de los objetivos aplicables a los residuos de competencia municipal. 

Siguiendo las recomendaciones de la Comisión Europea, una vez aprobado el PEMAR, las Comunidades autónomas deberán: revisar sus planes autonómicos para adaptar su estructura, objetivos, período de vigencia y frecuencia de evaluación y revisión con lo que establece este Plan Marco; y especificar cómo se enfoca la gestión de biorresiduos conforme a lo establecido en este PEMAR en dichos planes. " 

Lo anterior es conocido desde noviembre de 2015 y son muchas las CCAA y entidades locales que han ido adoptando medidas para avanzar en su cumplimiento, por lo que las medidas establecidas en el APL no son nuevas para las CCAA y EELL que han solicitado la demora, y no procede retrasar aún más el establecimiento de la obligatoriedad de la recogida separada de biorresiduos máxime cuando casi con seguridad no se cumplirá el objetivo de 2020 tal y como ha alertado la Comisión en su comunicación COM (2018) 656 sobre la implementación de la legislación de residuos en la que se ha incluido la alerta temprana de los EEMM con riesgo de incumplimiento del objetivo de reciclado de residuos municipales fijado para 2020. Adelantar tal obligatoriedad permitirá que España esté en mejores condiciones para cumplir con los objetivos y obligaciones fijadas para el medio y largo plazo.

Sobre incluir también a las agrupaciones de municipios con más de 5000 habitantes, se ha aceptado sustituyendo el término “municipio” por “entidad local”, ya que ésta puede incluir agrupaciones de municipios conforme a la legislación sobre bases de régimen local.

Sobre el no incremento de gasto contenido en la disposición adicional, se ha revisado la DA señalando que se refiere al no incremento de gasto en los presupuestos de la AGE. Si bien en la MAIN se ha señalado que sí supone un gasto para las EELL, estimando la inversión inicial en unos 1000 millones de euros, ya que será necesario acometer nuevas inversiones en recogida y tratamiento, si bien habrá que tener en cuenta la reducción de costes de recogida y tratamiento que puede producirse al reducirse la frecuencia de recogida de la fracción resto.

Sobre las alegaciones relativas al fomento de la digestión anerobia/biometano, se considera que fomentar exclusivamente la digestión anaerobia como método de tratamiento no es coherente con las orientaciones  establecidas en el PEMAR que establecen lo siguiente: “Construcción de nuevas instalaciones de tratamiento biológico y/o adaptación de las instalaciones existentes para incrementar la capacidad de tratamiento de los biorresiduos recogidos separadamente. Las nuevas instalaciones deberían ubicarse en lugares próximos a los de generación y utilización de estos residuos, y adaptadas a las cantidades generadas en esos entornos. Con ello, se minimiza el transporte de los residuos a las plantas de tratamiento así como el de la distribución del compost obtenido. Dado el elevado coste de las instalaciones de digestión anaerobia y teniendo en cuenta la modificación de las primas a la producción de energías renovables para nuevas instalaciones, la digestión anaerobia, como opción de tratamiento con mayor impacto en la reducción de GEI, debe plantearse en aquellas situaciones donde se puedan optimizar dichos costes. En el resto de los casos, se considera que el tratamiento más adecuado debería ser el de compostaje. “ . No obstante, se propone incorporar una mención al biometano y a la producción de energía eléctrica en el apartado c del artículo 24.

Sobre las alegaciones relativas a la separación en origen y compostaje doméstico y comunitario se aceptan y se mejora la redacción del preámbulo y de los apartados a y b del artículo 24 y se incluye la previsión de desarrollo reglamentario de una norma sobre gestión de biorresiduos, en la que se incluirá entre otros, las condiciones en las que el compostaje doméstico y comunitario  quedaría exento de la autorización prevista en el artículo 27 de esta ley, en aplicación de la posibilidad establecida en el artículo 28 .

Sobre la no restricción de otros tratamientos especialmente los asociados a los biorresiduos de grandes generadores que a su vez pueden ser SANDACH, si bien se considera que sigue vigente las excepciones establecidas en el artículo 2 de la LRSC, se ha revisado la redacción de los apartados a y b del artículo 24 para no limitar los tratamientos solo al compostaje y digestión anaerobia y se ha introducido una aclaración en el preámbulo. 

Sobre reforzar las disposiciones sobre cumplimiento de estándares de calidad de los materiales obtenidos del tratamiento de biorresiduos, se acepta incluir una referencia en el apartado c del artículo 24.

Conforme a las alegaciones anteriores el artículo 24 quedaría de la siguiente manera:

“Artículo 24. Biorresiduos.

1. Las entidades locales adoptarán las medidas necesarias para obligar a separar en origen los biorresiduos de competencia municipal para su reciclado en origen mediante su compostaje doméstico/comunitario y/o para su recogida separada y posterior tratamiento en instalaciones específicas de reciclado, prioritariamente de compostaje y digestión anaerobia o una combinación de ambas, sin que se produzca la mezcla con residuos mezclados a lo largo del tratamiento.

El compostaje domésticos/comunitario que se implante deberá cumplir con las prescripciones técnicas pertinentes establecidas en la normativa correspondiente.

La autorización de las instalaciones de compostaje y digestión anaerobia deberá incluir las prescripciones técnicas para el correcto tratamiento de los biorresiduos de forma que se asegure un elevado nivel de protección ambiental y el cumplimiento de las normas de calidad pertinentes por parte de los materiales obtenidos. 

Las entidades locales de más de cinco mil habitantes de derecho deberán cumplir con estas obligaciones antes del 31 de diciembre de 2020 y el resto antes del 31 de diciembre de 2023. 

2. En el caso de biorresiduos de origen comercial o industrial, tanto gestionados por las entidades locales como de forma privada, los productores de estos biorresiduos deberán separarlos en origen sin que se produzca la mezcla con otros residuos para su correcto reciclado, conforme al siguiente calendario: antes del 31 de diciembre de 2020 si generan más de 50 toneladas/año, antes del 31 de diciembre de 2021 si generan más de 25 toneladas/año, antes de 31 de diciembre de 2022 si generan más de 10 toneladas/año y antes de 31 de diciembre de 2023, el resto. 

3. Las autoridades ambientales promoverán el uso del compost y del digerido que cumpla con las condiciones estipuladas en la normativa correspondiente, en el sector agrícola, la jardinería o la regeneración de áreas degradadas en sustitución de otras enmiendas orgánicas y fertilizantes minerales; y en su caso, el uso del biogás con fines energéticos, mediante la producción de electricidad y/o calor o mediante la inyección de biometano en la red.

4. Los envases que cumplan con los requisitos de la norma europea vigente EN 13432:2000 «Envases y embalajes. Requisitos de los envases y embalajes valorizables mediante compostaje y biodegradación. Programa de ensayo y criterios de evaluación para la aceptación final del envase o embalaje» y en sus sucesivas actualizaciones, así como los que cumplan los estándares europeos o nacionales de biodegradación a través de compostaje doméstico podrán recogerse conjuntamente con los biorresiduos.

5. Reglamentariamente se desarrollará una normativa sobre gestión de los biorresiduos, en la que se contemple, entre otros, las condiciones en las que el compostaje doméstico y comunitario  quedaría exento de la autorización prevista en el artículo 27 de esta ley, en aplicación de la posibilidad establecida en el artículo 28, así como los criterios de fin de condición de residuo aplicables al compost y digerido.”

� La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local establece la obligación para los municipios de la prestación del servicio de recogida y tratamiento de residuos, y de determinar su coste efectivo, conforme a lo establecido en la Orden HAP/2075/2014, de 6 de noviembre, por la que se establecen los criterios de cálculo del coste efectivo de los servicios prestados por las entidades locales.


� Procede señalar que este coste será menor porque la hipótesis de partida del Análisis de la Evaluación de Impacto no incluía en los datos de reciclado de España, los residuos recuperados de los tratamientos mecánico-biológicos y que se destinan a reciclado. 
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